Sentencia de Tutela - Segunda Instancia
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Accionante:



Nohora Luz Murillo Cárdenas 
Accionado:


Instituto del Seguro Social.

Procedencia:

Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira

Derechos:


Debido proceso, derechos adquiridos, igualdad, y seguridad social.
ASUNTO:
Se pronuncia la Sala Dual en torno a la impugnación interpuesta por la apoderada de la actora, contra el fallo de 3 de junio de 2010, mediante el cual el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad concedió la tutela del derecho de petición a la ciudadana Nohora Luz Murillo Cárdenas, en contra del Instituto del Seguro Social.
ANTECEDENTES:
Por medio de apoderada judicial, la ciudadana Murillo Cárdenas, manifiesta que el Instituto del Seguro Social, mediante resolución No. 13797 del 7 de diciembre de 2009, reconoció su pensión de vejez, habiendo cotizado 1408 semanas.
Informa que para el 10 de abril de 1994, su mandante contaba con más de 15 años de servicio y 40 años de edad, siendo su último empleador la Procuraduría General de la Nación, satisfaciendo los requisitos del régimen de transición, por lo que solicitó ante el Instituto del Seguro Social el reconocimiento y pago de su pensión de vejez, conforme a lo previsto en la Ley 33 de 1985.
Que el Instituto le reconoció su pensión de vejez con base en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, aplicando el promedio salarial de los últimos 10 años, aplicando el 64.57% como valor de su mesada pensional, por lo que para agotar vía gubernativa, se interpuso el recurso de apelación, tendiente a revocar dicho acto administrativo, sin que la fecha de interposición de esta acción (20 de mayo de 2010), se hubiere resulto, por lo que consideró agotada la vía gubernativa, aplicando el silencio administrativo negativo.
SENTENCIA DE PRIMER GRADO

Con fundamento en la foliatura, en primer grado se amparó el derecho de petición de la actora, ordenando al Instituto del Seguro Social que desatara el recurso de apelación interpuesto por la señora Nohora Luz Murillo Cárdenas, para lo cual otorgó un plazo de 48 horas.
IMPUGNACIÓN
Inconforme con lo resuelto, la apoderada de la ciudadana Murillo Cárdenas, impugna lo decidido, señalando que la acción se dirigió para amparar los derechos a un debido proceso y a la seguridad social, como conexo de otros fundamentales constitucionales y no frente al de petición. Que claramente indicó en la acción que por operar el silencio administrativo negativo, se interponía la acción tendiente a que se ordenara al Instituto accionado, procediera a la liquidación de pensión, en los términos establecidos por el régimen de transición establecido por la Ley 100 de 1993.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con el canon 86 de la Constitución Política, en armonía con  los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

Compete a esta Corporación, abocar el estudio de rigor, para establecer: (i) si el Instituto del Seguro Social ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por la actora, (ii) si procede la revocatoria de la decisión de primera instancia como lo solicita la impugnante, o (iii) si el fallo se encuentra ajustado a derecho y por ende merece la ratificación.

SOLUCIÓN:

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona está facultada para promover acción de tutela invocada ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, para la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Constituye tema decisorio, la pretensión de la ciudadana Nohora Luz Murillo Cárdenas para que se protejan sus derechos fundamentales del debido proceso y a la seguridad social, como conexo con otros constitucionales de primer orden, tales como igualdad, mínimo vital y vida digna, entre otros, soportado ello en la acción, aparejada igualmente con omisión por parte del Instituto del Seguro Social Seccional Risaralda, al resolver su solicitud de pensión de vejez.
Según historian los autos, la ciudadana Murillo Cárdenas, fue servidora pública por más de 26 años, alcanzando en la actualidad una edad superior a los 55 años, destacándose que para el 10 de abril de 1994, la citada dama ostentaba una edad superior a 35 años, como también, tenía cotización al sistema de seguridad social superior a los 15 años.
Con todo, reunidos los requisitos necesarios para ubicarse dentro del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, solicitó el reconocimiento de su pensión de vejez, acorde con lo previsto en la Ley 33 de 1985.
El régimen de transición que debe precaver todo nuevo estatuto, tiene por finalidad, salvaguardar los derechos adquiridos por aquellas personas a quienes se dirige la norma.
En este orden de ideas, el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 fijó reglas excepcionales para no cobijar con éste nuevo sistema de seguridad social a quienes con antelación a su vigencia, tuvieran 35 años de edad si son mujeres y 40 si son hombre o 15 años de servicios, dado que los anteriores regímenes, resultan en su aplicación mas beneficiosos.
En prima instancia, el fallador constitucional advirtió una violación al derecho fundamental de petición de la actora y para su protección ordenó al Instituto accionado resolver el recurso agotado por vía administrativa, contra la decisión de primer grado que liquidó la pensión dentro de los parámetros de la Ley 100 de 1993.

Al adentrarnos en un estudio completo de lo que es objeto de la acción, podemos advertir que no se trata simplemente de la protección del derecho de petición, pues de antes, se planteó en el libelo, que se le estaba desconociendo a la ciudadana Nohora Luz el derecho a un debido proceso, toda vez que en ejercicio de la actuación administrativa que culminó con la liquidación de su pensión, se desconoció la ley aplicable al caso, adecuando el funcionario público en forma caprichosa otras disposiciones legales, para adoptar la resolución que ahora es objeto de debate.
En principio, razón le asiste al juzgador de primer grado, cuando señala que es la instancia administrativa superior, la que al resolver el recurso de apelación, debe dilucidar su pretensión de aplicación del régimen de transición; sin embargo, no advirtió que existe una violación al debido proceso, que se reclamó por la actora.
En eventos como el que ocupa la atención de la Sala, el juzgador debe ser cuidadoso al emitir la orden en sede constitucional, para que el servidor público no evada la aplicación de la ley, sobre todo, cuando media una actuación administrativa, que culmina con el agotamiento de la vía gubernativa.
Bajo el juramento prestado con la presentación del escrito de tutela, se informó por la actora el 20 de mayo de 2010, que por no haber resuelto la entidad el recurso agotado, se acogía de a la presunción del silencio administrativo negativo
, manteniéndose la vulneración del derecho fundamental.
Cuando ya se conoce 

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Dual de decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Confirmar el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, en cuanto fue materia de impugnación.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado









    Magistrado
WILSON FREDY LOPEZ
Secretario

� ARTICULO 60. SILENCIO ADMINISTRATIVO. Transcurrido un plazo de dos (2) meses, contado a partir de la interposición de los recursos de reposición o apelación sin que se haya notificado decisión expresa sobre ellos, se entenderá que la decisión en negativa. 


El plazo mencionado se interrumpirá mientras dure la práctica de pruebas. 


La ocurrencia del silencio administrativo negativo previsto en el inciso 1o., no exime a la autoridad de responsabilidad; ni le impide resolver mientras no se haya acudido ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo. 
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